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“2026, Año del Bicentenario de la Promulgación de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí”.
TOCA ******/2025/SS-1.

EXP. ******/2024-2. 

RECURSO DE APELACIÓN: ******/2025/SS-1.
JUICIO CONTENCIOSO: ******/2024/2.
ACTOR Y RECURRENTE: ******.
AUTORIDAD DEMANDADA: DIRECCIÓN JURÍDICA Y DE CAPACITACIÓN FISCAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veinticuatro de junio de dos mil veintiséis. 
V I S T O S para resolver los autos del toca ******/2025/SS-1, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el veintisiete de octubre de dos mil veinticinco, por ******, apoderado legal de ******, en el buzón de promociones de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la resolución de veintitrés de septiembre de dos mil veinticinco, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo ******; turnado a ésta Sala Superior el cinco de noviembre siguiente, mediante el oficio ******, signado por la Magistrada de dicha Sala Unitaria; y,
R E S U L T A N D O
I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se sobresee el presente juicio contencioso administrativo, toda vez que el acto que pretendió impugnar la parte actora no es competencia de este Tribunal.”

II.- Inconforme con la referida determinación, ******, con el carácter antes referido, interpuso recurso de apelación mediante escrito presentado el veintisiete de octubre de dos mil veinticinco, en el buzón de promociones de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el cinco de noviembre siguiente; atendiendo a que por auto de tres de noviembre del año continuo anterior
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación con los autos del expediente ******.
III.- En auto de diez de noviembre de dos mil veinticinco
, se recibió el escrito de mérito, se admitió a trámite la apelación bajo el consecutivo ******/2025/SS-1, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de mérito a la autoridad demandada Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV. El veintisiete de noviembre de dos mil veinticinco,
 se certificó que la autoridad demandada no desahogo la vista otorgada en el auto de admisión, respecto al recurso de apelación interpuesto por la parte actora y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado,
 se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO
PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, aplicable en la época de los hechos sometidos a esta Alzada.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 
(Vigente hasta el dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro).
III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 
Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 
Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 
En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 
Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.
En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 
Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”

TERCERO. Legitimación
. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de ******, apoderado legal de ******, personalidad que le fue reconocida por la Sala de origen en proveído de veintidós de agosto de dos mil veinticuatro.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la parte actora el tres de octubre de dos mil veinticinco, por lo que dicha notificación surtió efectos el seis siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del siete al veintisiete de octubre del año pasado; sin contar los días, once, doce, dieciocho, diecinueve, veinticinco y veintiséis de octubre de dos mil veinticinco, por haber sido inhábiles (sábados y domingos), todos del año en curso, conforme al artículo 15
 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por lo que, si el recurso de apelación se presentó el veintisiete de octubre de dos mil veinticinco, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la apelante se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior estima que el recurso de apelación interpuesto por ******, apoderado legal de ******; es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.

En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicable al caso en concreto de conformidad con el segundo transitorio del decreto de reforma a dicho artículo, publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro
, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

 “Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que en sentencia de veintitrés de septiembre de dos mil veinticinco, se declaró el sobreseimiento del juicio acorde con lo dispuesto por la fracción II, del ordinal 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al actualizarse la causa de improcedencia que señala la fracción X, del artículo 228, de dicho Código, respecto de la negativa ficta impugnada recaída a la solicitud de devolución por pago de lo indebido, por concepto de inscripción de embargo y asistencia social tal, efectuado con motivo de la inscripción al registro público del embargo en la vía administrativa, por $398.517.00 (trescientos noventa y ocho mil quinientos diecisiete pesos 00/100 m.n.) más actualización e intereses correspondientes.
De lo anterior se advierte, que este asunto es de cuantía determinada; es decir, por el monto al cual se condenó a la autoridad demandada, el cual asciende al anteriormente señalado.

Por su parte, el artículo 152, fracción I, del Código Procesal de la materia, establece como requisito de procedencia, para los asuntos de cuantía determinada, como en el caso, que ésta exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad y Medida de Actualización vigente al momento de la emisión de la sentencia.

Luego, la sentencia que aquí se recurre se emitió el veintitrés de septiembre de dos mil veinticinco, por lo que de una consulta a la página del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
, se advierte que en dicha data, el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización ascendía a $108.57 (ciento ocho 57/100 moneda nacional).

Así las cosas, si se toma en consideración que el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización asciende a $113.14 (ciento trece pesos 14/100 moneda nacional), multiplicado por mil quinientos, en razón de que acorde a lo dispuesto por la fracción I, del artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado, la cuantía debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la UMA, para la procedencia de la apelación-, arroja el total de $169,710.00 (ciento sesenta y nueve mil setecientos diez pesos 00/100 moneda nacional).
Lo anterior se refleja de la siguiente forma:

Valor diario UMA 2025: $113.14
Operación: 113.14 x 1500= $169,710.00
En esta tesitura, si la cuantía determinada, en el juicio contencioso en trato asciende a un total de $398,517.00 (trescientos noventa y ocho mil quinientos diecisiete pesos 00/100 m.n.), respecto de la negativa ficta recaída a la solicitud de devolución por pago de lo indebido, por concepto de inscripción de embargo y asistencia social tal, efectuado con motivo de la inscripción al registro público del embargo en la vía administrativa; resulta superior a la requerida por la fracción I, del referido numeral 152, la cual dispone que debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la resolución de sentencia, es decir superior a $398.517.00 (trescientos noventa y ocho mil quinientos diecisiete pesos 00/100 m.n.).
De lo anterior se advierte, que el recurso intentado por la autoridad demandada resulta procedente en atención a que el monto de la litis rebasa el que establece la fracción I, del multicitado artículo 152 del Código Procesal de la materia.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO. Estudio. Es parcialmente fundado el único agravio emitido por el apelante aunque suplido en su deficiencia, suficiente para revocar el fallo impugnado.
En el fallo de veintitrés de septiembre de dos mil veinticinco, dictado en el juicio contencioso administrativo ******/2024-2, la Resolutora determinó el sobreseimiento del juicio acorde con lo dispuesto por la fracción II, del ordinal 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al actualizarse la causa de improcedencia que señala la fracción X, del artículo 228, de dicho Código, respecto de la negativa ficta recaída a la solicitud de devolución por pago de lo indebido, por concepto de inscripción de embargo y asistencia social tal, efectuado con motivo de la inscripción al registro público del embargo en la vía administrativa, por $398.517.00 (trescientos noventa y ocho mil quinientos diecisiete pesos 00/100 m.n.) más actualización e intereses correspondientes; al considerar que el acto impugnado no encuadraba en los supuestos de competencia que establece el artículo 7° de la Ley Orgánica de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
En primer término, la A quo determinó que se encontraba configurada la negativa ficta recaída a la solicitud de devolución de pago de lo indebido, por concepto de inscripción de embargo y asistencia social, de veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro; por lo que, procedería a pronunciarse sobre la legalidad o ilegalidad, o sobreseimiento de la misma, pues sostuvo, que en términos del artículo 244 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, la resolución negativa ficta, por sí misma no es ilegal, que la autoridad demandada puede sustentar la legalidad de la misma, expresando los fundamentos y razones en que motivó su determinación.
Establecido lo anterior, destacó que el actor hizo consistir el acto reclamado en la devolución de las cantidades contenidas en el recibo de pago ****** emitido el dieciséis de febrero de dos mil veinticuatro (SIC), por la Oficina Recaudadora de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos, por $398,517.00 (trescientos noventa y ocho mil quinientos diecisiete pesos 00/100 M.N.).

Que la citada liquidación y recibo de pago no podía considerarse por sí mismo, un acto de autoridad para efectos del juicio de nulidad donde se reclamara su ilegalidad por vicios propios, porque no fue realizado directamente por la actuación de la autoridad, sino en cumplimiento de la obligación tributaria a cargo del contribuyente, supuesto en el que la autoridad no ha manifestado su voluntad con relación al cumplimiento de esas obligaciones tributarias, ya que únicamente expidió el recibo de mérito como comprobante del cumplimiento de la obligación tributaria a cargo del gobernado.

Añadió, que el recibo de pago debatido, no constituía una determinación por parte de la autoridad demandada, toda vez que, su expedición obedeció al pago de la inscripción de embargo de motu proprio, sin que mediara requerimiento o acto coercitivo alguno por parte de Dirección General de Ingresos y Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependientes de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado.
Refirió, que el recibo de pago que originó la resolución impugnada resultaba ser una constancia, que acreditaba la entrega que realizó el accionante de cierta cantidad de dinero, en cumplimiento de la obligación fiscal a su cargo, como la inscripción de embargo, lo cual dijo, no generaba al contribuyente la obligación ineludible de acatarlo, lo que acontecería sólo en caso de que la autoridad, a través del procedimiento administrativo de ejecución, efectuara el requerimiento de pago; sin que fuera óbice, que el cálculo de la obligación tributaria lo efectuara la autoridad exactora, por ser quien cuenta con los tabuladores que le permiten realizarlo, pues hasta el momento de la emisión del pago de referencia, el gobernado tiene la facultad de cumplir o no con el pago correspondiente.
Por lo que señaló, que si el comprobante de pago no fue realizado directamente por la actuación de la autoridad, es decir, sin la manifestación de su voluntad con relación al cumplimiento de la obligación tributaria a cargo del contribuyente, y únicamente expidió los documentos de mérito como comprobantes de su pago, resulta incuestionable que el supuesto crédito fiscal por virtud del cual se origina el acto impugnado no fue determinado por la autoridad demandada, amén de que fueran susceptibles de impugnarse.

Premisa que respaldo con el siguiente criterio: “TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. EL RECIBO DE PAGO RELATIVO NO CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.”
Así, la Resolutora concluyó que no existía sustento jurídico para exigir a las autoridades el cumplimiento de los requisitos formales de fundamentación y motivación que para la legalidad de todo acto de autoridad prevé el artículo 16 de la Constitución Federal, toda vez que, el acto reclamado no fue emitido por la autoridad en ejercicio de las facultades decisorias que les están atribuidas en la ley, que constituyen una potestad administrativa, y se tradujera por tanto, en un acto de autoridad, cuenta habida que en atención a su propia naturaleza, el recibo de pago cuestionado únicamente tenía el carácter de documento idóneo para comprobar el cumplimiento de la obligación tributaria, porque no se trataba de un acto unilateral a través del cual la autoridad ejecutora, creara, modificara o extinguiera situaciones jurídicas que afectaran la esfera legal del particular.

Por lo que, se actualizaba la causa de improcedencia de la fracción X, del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado, y el sobreseimiento del juicio acorde con lo dispuesto por la fracción II del ordinal 229 del mismo Código; y, la siguiente tesis: “CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO, ASÍ COMO DE LOS DEMÁS AGRAVIOS.”

Síntesis de agravios. En contra de la anterior determinación, la parte actora, ahora recurrente, esgrime en esencia los siguientes disensos.

Que la resolutora vulnero el principio de congruencia y exhaustividad, pues no realizó un estudio íntegro del escrito de demanda y de la acción intentada, restringiendo así su derecho de acceso a la justicia consagrado en el artículo 17, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Destacó, que las autoridades al contestar la demanda de nulidad exhibieron la actualización de la negativa ficta controvertida, razón que dice, era suficiente y por la cual la Sala Unitaria debió haber entrado al estudio de los conceptos de impugnación ahí planteados, sin embargo, prefirió sobreseer el presente juicio.
Asimismo menciona, que la Sala Unitaria, en contravención a lo señalado en los artículos 1º y 133, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no atendió los razonamientos planteados en la demanda como en la ampliación, en el sentido de realizar control difuso de constitucionalidad; que además, con su actuar mejoró la fundamentación y motivación de los actos de la autoridad para encuadrarlos en un supuesto de incompetencia, aun y cuando hacen evidente un perjuicio en materia fiscal y demuestran un interés jurídico valido.

Cuestión que dice, es contraria a la garantía de legalidad y seguridad jurídica; lo cual sustenta en la siguiente tesis: “SENTENCIAS DEL JUICIO DE NULIDAD. PARA CUMPLIR CON EL REQUISITO DE EXHAUSTIVIDAD QUE LAS RIGE, LAS SALAS REGIONALES DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEBEN PRIVILEGIAR EL EXAMEN DE LAS CUESTIONES QUE LLEVEN A LA SOLUCIÓN DEFINITIVA DEL ASUNTO.”
Sigue diciendo, que de dicho criterio se desprende que a efecto de cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad, los órganos jurisdiccionales al momento de dictar sentencia deberán fijar en forma clara y precisa los puntos controvertidos en el juicio, valorar todas y cada una de las pruebas aportadas y resolver todas las cuestiones planteadas por las partes; lo cual sostiene, no sucedió, pues la Resolutora fue omisa en cumplir con dichos requisitos al no estudiar las cuestiones planteadas por la entonces actora, en relación a la ausencia de fundamentación y motivación del acto impugnado así como inclusive con la constitucionalidad de tales reclamos.
Premisa que respaldo con el siguiente criterio: “EXHAUSTIVIDAD DE LAS SENTENCIAS EN MATERIA FISCAL, PARA EXAMINAR SI LA SALA AL DECLARAR LA NULIDAD PARA EFECTOS DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA CUMPLIÓ CON EL PRINCIPIO DE, EN LA DEMANDA DE AMPARO DEBE PRECISARSE CUÁLES SON LOS CONCEPTOS DE ANULACIÓN QUE SE OMITIERON ESTUDIAR Y QUE CONTIENEN LA PRETENSIÓN DE OBTENER UNA SENTENCIA QUE DECLARE LA NULIDAD LISA Y LLANA (SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 237 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 1996).”

Por último señala, que la limitada interpretación y manera de resolver de la A quo restringe el derecho de acceso a la justicia de su mandante, pues la aplicación del criterio combatido lleva implícita una práctica destinada a denegar o limitar el referido derecho; de conformidad con la siguiente Jurisprudencia 1.40.A. J/1 (10a.): “ACCESO A LA JUSTICIA. LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEBEN EVITAR, EN TODO MOMENTO, PRÁCTICAS QUE TIENDAN A DENEGAR O LIMITAR ESE DERECHO.”
Como inicialmente se dijo, deviene parcialmente fundado el único agravio emitido por el apelante aunque suplido en su deficiencia, suficiente para revocar el fallo impugnado.

A fin de dilucidar lo anterior, conviene precisar que todas las sentencias que emitan las Salas de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, deben satisfacer los principios de congruencia y exhaustividad comprendidos en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual es del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener:

I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido;

II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y

III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”

En ese aspecto, se advierte que el marco normativo establece que los fallos que emitan las Salas deben contener la fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, en concordancia con la demanda y con la contestación formuladas por las partes, apreciando las pruebas conducentes y resolviendo sin omisiones, ni añadir o variar los hechos; es decir, sin introducir consideraciones ajenas a la litis; por otra, que no contengan resoluciones ni afirmaciones que se contradigan entre sí. El primer aspecto constituye la congruencia externa y el segundo la interna.

Con relación al principio de congruencia que debe regir en el dictado de las sentencias, la Tercera Sala del Máximo Tribunal de la Nación estableció el siguiente criterio:

“SENTENCIAS, PRINCIPIO DE CONGRUENCIA DE LAS. El principio de congruencia estriba en que las sentencias deben estar en armonía o concordancia con la demanda y la contestación formuladas por las partes; es decir, que lo fallado debe estar de acuerdo con los hechos invocados por las partes en los escritos que fijan la litis y que el juzgador debe encuadrar en el derecho que les sea aplicable, según el resultado del examen de las pruebas rendidas para demostrarlos. La sentencia que resuelve que el actor no probó los hechos constitutivos de la acción intentada en su demanda, y absuelve a la parte demandada de las prestaciones reclamadas, podrá ser el resultado de una incorrecta apreciación de las pruebas rendidas en el juicio; pero dicha sentencia no será incongruente, si no altera los hechos de la litis ni cambia la causa de pedir invocada en los escritos que la forman.”

En ese sentido, el principio de congruencia exige, en términos generales, que las sentencias se ajusten a la litis planteada; esto es, debe existir una relación de concordancia entre lo solicitado por las partes y lo resuelto por el juzgador.

Asimismo, la doctrina jurídica identifica dos clases de congruencia, a saber: la interna y la externa. La primera consiste en que la sentencia no contenga resoluciones ni afirmaciones que se contradigan entre sí o con los puntos resolutivos. La congruencia externa exige que la sentencia resulte acorde con los términos de la Litis, lo cual se traduce en un imperativo para los órganos jurisdiccionales, los cuales deben resolver la controversia atendiendo a lo planteado por las partes en su demanda y contestación a ésta, sin omisión alguna, ni añadir o variar los hechos valer por los contendientes, estudiando además, los medios de convicción que sean ofrecidos por las artes. 
Así pues, en el presente caso, asiste razón al recurrente, toda vez que, en la sentencia reclamada no se satisface de manera plena los principios de congruencia y exhaustividad comprendidos en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que, la Sala de Origen fijó indebidamente la litis planteada en el juicio ******.

Lo anterior, ya que inicialmente sostuvo la Resolutora que se encontraba configuraba la negativa ficta recaída a la solicitud de veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro, de devolución por pago de lo indebido, por concepto de inscripción de embargo y asistencia social, y posteriormente, decretó el sobreseimiento del juicio en términos de la fracción II, del ordinal 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al considerar que se actualizaba la causa de improcedencia que señala la fracción X, del artículo 228, de dicho Código, porque el recibo de pago ******, emitido por la Oficina Recaudadora de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos, no encuadraba en los supuestos de competencia que establece el artículo 7° de la Ley Orgánica de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
Es decir, la A quo partió incorrectamente del hecho que el acto impugnado consistió en el recibo de pago ****** emitido por la Oficina Recaudadora de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos, soslayando que la litis planteada en la demanda por el actor fue la negativa ficta recaída a la solicitud de devolución por pago de lo indebido, por concepto de inscripción de embargo y asistencia social, efectuado con motivo de la inscripción al registro público del embargo en la vía administrativa, por $398.517.00 (trescientos noventa y ocho mil quinientos diecisiete pesos 00/100 m.n.).

De ahí que, se considere que la sentencia recurrida de veintitrés de septiembre de dos mil veinticinco, no satisface los principios de congruencia y exhaustividad comprendidos en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y, a disenso de lo apreciado por la Segunda Sala Unitaria, procede el juicio contencioso administrativo conforme a lo previsto en el artículo 7, fracciones IV y XIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí.

Se sostiene lo anterior, porque los artículos 3º fracción XVII y 20, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y 44 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, señalan lo siguiente: 

" Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Artículo 3º. Para los efectos de este Código se entiende por:

[…]

XVII. Negativa Ficta: figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por este Código los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular;

[…]

Artículo 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código.

Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver."
“del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

ARTÍCULO 44.- Las promociones y solicitudes que formulen los particulares a las autoridades fiscales, deberán ser resueltas y notificadas en un plazo no mayor de dos meses, salvo que se establezca un lapso distinto. Transcurrido este plazo, el interesado podrá considerar que la autoridad resolvió negativamente, en cuyo caso, estará en aptitud de intentar los medios de defensa que procedan. El plazo mencionado se suspenderá cuando la autoridad requiera la presentación de documentación o, de información adicional.”
Los numerales antes citados, contienen la figura jurídica que se conoce como negativa ficta, que consiste en el silencio por parte de las autoridades de no responder las instancias o peticiones que formulan los particulares, en el plazo de tres meses, o dos meses en asuntos fiscales; transcurrido el plazo en mención, se entenderá que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por los particulares. 

Por otro lado, el artículo 7º fracciones IV y XIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, establece:

"Artículo 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

[…]

IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales;
[…]

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa;

[…]" 

De la transcripción del precepto, se patentiza que el juicio contencioso administrativo procede cuando se promueva contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos, entre las cuales se encuentran las que se configuren por negativa ficta respecto de la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales, por el transcurso del plazo de dos meses. 

Dicho lo anterior, esta Sala de Alzada determina que la negativa ficta configurada con relación a la solicitud de devolución por pago de lo indebido, por concepto de inscripción de embargo y asistencia social, formulada ante la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, el veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro, constituye una resolución administrativa de carácter definitiva, mediante la cual se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado, por el transcurso de plazo de tres meses, la cual encuadra en los supuestos que establece el artículo 7º fracciones IV y XIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.

Al respecto, la extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, definió que tienen el carácter de resoluciones definitivas no solo aquellas que no admitan recurso o admitiéndolo sea optativo, sino que también debe considerarse la naturaleza jurídica de la resolución, sea ésta expresa o ficta, la cual debe constituir el producto final o la voluntad definitiva de la administración pública, que suele ser de dos formas: a) como última resolución dictada para poner fin a un procedimiento, y b) como manifestación asilada que no requiere de un procedimiento que le antecede para poder reflejar la última voluntad oficial.

Esta consideración se encuentra comprendida en la siguiente tesis:

"TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. "RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DEFINITIVAS". ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 11, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL. La acción contenciosa administrativa promovida ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, aun cuando sólo requiere la afectación de un interés, no constituye una potestad procesal contra todo acto de la Administración Pública, pues se trata de un mecanismo de jurisdicción restringida donde la procedencia de la vía está condicionada a que los actos administrativos constituyan ‘resoluciones definitivas’, y que se encuentran mencionadas dentro de las hipótesis de procedencia que prevé el citado artículo 11; ahora bien, aunque este precepto establece que tendrán carácter de ‘resoluciones definitivas’ las que no admitan recurso o admitiéndolo sea optativo, es contrario a derecho determinar el alcance de la definitividad para efectos del juicio contencioso administrativo sólo por esa expresión, ya que también debe considerarse la naturaleza jurídica de la resolución, sea ésta expresa o ficta, la cual debe constituir el producto final o la voluntad definitiva de la Administración Pública, que suele ser de dos formas: a) como última resolución dictada para poner fin a un procedimiento, y b) como manifestación aislada que no requiere de un procedimiento que le anteceda para poder reflejar la última voluntad oficial. En ese tenor, cuando se trata de resoluciones definitivas que culminan un procedimiento administrativo, las fases de dicho procedimiento o actos de naturaleza procedimental no podrán considerarse resoluciones definitivas, pues ese carácter sólo lo tendrá la última decisión del procedimiento, y cuando se impugne ésta podrán reclamarse tanto los vicios de procedimiento como los cometidos en el dictado de la resolución; mientras que, cuando se trate de actos aislados expresos o fictos de la Administración Pública serán definitivos en tanto contengan una determinación o decisión cuyas características impidan reformas que ocasionen agravios a los gobernados.".

En ese contexto, si la resolución definitiva es aquella que constituye el producto final o la voluntad definitiva de la administración pública, ya sea como última resolución dictada para poner fin a un procedimiento, o bien, como manifestación aislada que no requiere de un procedimiento que le antecede para reflejar la última voluntad oficial, se concluye que conforme a los artículos 3º fracción XVII y 20, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y, 7º fracciones IV y XIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resulta procedente el juicio contencioso administrativo ante la negativa ficta constituida en perjuicio del actor respecto a su petición de devolución de pago de lo indebido por concepto de inscripción de embargo y asistencia social.
Por lo que, con fundamento en el artículo 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, lo conducente es revocar la sentencia apelada de veintitrés de septiembre de dos mil veinticinco, y en virtud de la inexistencia de reenvío, esta Sala Superior reasume la jurisdicción del presente asunto y procede a emitir el fallo correspondiente.

Encuentra aplicación analógica a la presente decisión, la siguiente jurisprudencia aprobada por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.

“APELACION. CUANDO EL TRIBUNAL DECIDE REVOCAR O MODIFICAR LA SENTENCIA DE PRIMER GRADO, DEBE EXAMINAR OFICIOSAMENTE LA LITIS DEL JUICIO A EFECTO DE NO DEJAR INAUDITA A LA PARTE QUE OBTUVO EN PRIMERA INSTANCIA. No existiendo reenvío en la apelación, si con motivo de la interposición de dicho recurso el tribunal de alzada decide revocar o modificar la sentencia de primer grado, además de los agravios expresados por el apelante, debe examinar oficiosamente la totalidad de los puntos que constituyen la litis del juicio y apreciar las pruebas que en él se hubiesen rendido que, de no tenerse en cuenta, pudieran dejar inaudita a la parte que careció de la oportunidad de plantearlos por haber obtenido todo lo que pidió, ya que al haberle resultado favorable el fallo que decidió la controversia en primera instancia, no tenía por qué recurrir esa sentencia que sólo le beneficiaba, de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 689 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. Consecuentemente, si no se suple la falta de agravios de dicha parte, se transgrede la garantía de audiencia que consagra el artículo 14 constitucional.”

Configuración de la resolución negativa ficta. Al respecto, debe decirse que la existencia de la resolución negativa ficta controvertida, se encuentra configurada, en términos de los artículos 20, 24, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y 44 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
Lo anterior, pues por una parte el elemento formal de la petición se encuentra acreditado con el acuse de recibido con sello original que obra en los autos del expediente de origen a fojas 80-97, documento que se le otorga valor probatorio pleno en los términos del artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, mismo que no fue objetado en su contenido y autenticidad en las contestaciones de demanda.

Del cual se desprende específicamente que el escrito se encuentra suscrito por ******, dirigido a la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas. En dicho escrito obra impreso un sello original de recepción de la mencionada autoridad en fecha veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro; por lo que, se acredita la existencia de la solicitud hecha por el actor y que la misma fue presentada ante la autoridad demandada, Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas.
Instancia que a la fecha de presentación de la demanda de nulidad que dio origen al juicio en que se actúa, el diecisiete de julio de dos mil veinticuatro, no había sido resuelta, por lo que al haber transcurrido en exceso más de los dos meses a que se refiere el artículo 44 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, sin que la autoridad emitiera y notificara la resolución recaída a la petición formulada por la parte actora, se encuentra plenamente configurada la resolución negativa ficta que se impugna.

Resulta aplicable, por analogía, la Jurisprudencia 2a./J. 164/2006, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Página 204, que dice:

“NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley.”
Sin que sea óbice a lo anterior, que la autoridad demandada al momento de contestar la demanda adjuntó el oficio ******, con el cual dijo, dio respuesta a la solicitud hecha por el actor en el escrito presentado el veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro; sin embargo, no adjuntó la notificación respectiva, por lo que carece de validez plena y eficacia legal.
Ello es así, toda vez que conforme a las reglas de distribución de la carga probatoria le correspondía a la autoridad demandada demostrar con toda claridad y precisión que dio respuesta a la solicitud que le fue formulada, así como la forma y términos en que se llevó a cabo la notificación respectiva, a fin de preservar la legalidad y validez jurídica de su actuación; lo que en la especie no ocurrió.
OCTAVO. Causales de improcedencia y sobreseimiento. Previo a entrar al estudio de los argumentos vertidos por la parte actora en los escritos de demanda y ampliación, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del presente asunto, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, esta Alzada practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advierta que en la especie se actualiza causal alguna; por lo que, enseguida se procede al estudio de las manifestaciones que arguye la demandante.
NOVENO. Principio de economía procesal. Los argumentos que hizo valer la parte actora se encuentran plasmados en los escritos de demanda y ampliación, argumentos que no se transcriben y, por economía procesal, se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra.

Ello, toda vez que los principios de exhaustividad y congruencia en la sentencia se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, se estudian y se les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad expuestos; lo que se apoya en la Jurisprudencia 58/2010, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el doce de mayo de dos mil diez, visible conforme a los datos y rubro siguientes: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.” 

DÉCIMO. Estudio de la negativa ficta. Una vez acreditada la negativa ficta, en términos de los artículos 20, 24, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y 44 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, la litis del presente juicio, se circunscribe en determinar la validez o invalidez de la resolución de negativa ficta recaída a la solicitud de veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro, de devolución por pago de lo indebido, por concepto de inscripción de embargo y asistencia social, ante la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas.
Como preámbulo, es necesario puntualizar que el principio de seguridad jurídica se encuentra previsto en el artículo 16 de la Constitución Federal, el referido principio es la base sobre la cual descansa el orden jurídico nacional, cuyo contenido esencial radica en “saber a qué atenerse” respecto de la regulación normativa prevista en la ley y de las actuaciones llevadas a cabo por la autoridad, tutelándose así que el gobernado jamás se encuentre en una situación de incertidumbre jurídica y, por tanto, en estado de indefensión.

Con relación a los alcances del principio de seguridad jurídica, en la jurisprudencia 144/20065
, se señaló que ésta no debe entenderse en el sentido de que la ley ha de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para regular cada una de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los particulares, sino que debe contener los elementos mínimos para hacer valer el derecho del gobernado y para que, sobre este aspecto, la autoridad no incurra en arbitrariedades.
Asimismo, de conformidad con el señalado artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, y que recoge los artículo 164, fracción V, y 165 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, así como el 46, fracción IV del Código Fiscal del Estado
, todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares. 

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.
Es por ello, que al señalar el artículo 16 constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.
Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus actos o resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 
Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica, además de que exista plena adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas; lo anterior, en acatamiento al principio de seguridad jurídica previsto en el artículo 16 constitucional.
Sirve de apoyo a lo anterior, la siguiente jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro y texto: 

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

Precisado lo anterior y analizadas los autos que integran el expediente de origen, se advierte que le asiste la razón a la actora toda vez que no existe respuesta fundada y motivada emitida por la autoridad demandada a su solicitud, en términos de los artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, 164, fracción V, y 165 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, así como el 46, fracción IV del Código Fiscal del Estado; y, en la contestación la autoridad demandada solo se limitó a manifestar que no se configuraba la negativa ficta porque mediante el oficio ******, dio respuesta a la solicitud hecha por el actor; sin embargo, como quedo establecido previamente, la enjuiciada no adjuntó la notificación respectiva, por lo que carece de validez plena y eficacia legal.

Así, la resolución negativa ficta recaída a la solicitud de veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro, de devolución por pago de lo indebido, por concepto de inscripción de embargo y asistencia social, constituye la presunción legal de que la autoridad resolvió negar el fondo de la instancia o petición que le fue formulada por el particular, lo que implica una denegación tácita del contenido material de la petición por lo que es necesario que en el juicio de nulidad se demuestre lo pretendido con la resolución negativa ficta, ya que no basta que se considere que por la omisión de la demandada de contestar la petición recaída a la negativa ficta o que al contestar la demanda en el juicio, y no exponer y demostrar las razones y los fundamentos relacionados con el fondo del asunto para justificar su resolución denegatoria, proceda la pretensión solicitada.
Ese imperativo surge, en virtud del modelo de plena jurisdicción con que cuenta este Tribunal, porque el efecto de la sentencia no se concreta a la mera nulidad del acto impugnado, sino que requiere tutelar en toda su extensión el derecho subjetivo del actor, fijando con claridad la forma en que será restituido o reparado. Además de que dicho deber de reconocer la existencia del derecho subjetivo se inspiró en los principios de justicia pronta y completa, previstos en el artículo 17 de la Constitución General de la República; lo cual, únicamente será posible si se acredita en el sumario que la parte accionante cuenta con él, porque allegó los elementos probatorios suficientes que revelan su existencia.

Tiene aplicación, por analogía, el siguiente criterio sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA OBLIGACIÓN DE CONSTATAR LA EXISTENCIA DEL DERECHO SUBJETIVO DEL ACTOR EN EL JUICIO RELATIVO, OBEDECE AL MODELO DE PLENA JURISDICCIÓN CON QUE CUENTA EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA Y TIENDE A TUTELAR LA JUSTICIA PRONTA Y COMPLETA. El deber del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa de reconocer o constatar la existencia del derecho subjetivo del actor en el juicio contencioso administrativo, antes de ordenar que se restituya, se reduzca el importe de una sanción o se condene a una indemnización, contenido en los artículos 50, penúltimo párrafo, y 52, fracción V, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, está inspirado en la garantía de justicia pronta y completa establecida en el artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque con ello se intenta evitar que el actor obtenga un beneficio indebido derivado de que el Tribunal ordene la restitución de un derecho que todavía no se ha incorporado a la esfera jurídica de aquél o no ha sido demostrado, pero si acredita en el juicio contencioso que cuenta con él, porque allegó los elementos probatorios suficientes que revelan su existencia, se procura la pronta y completa resolución de lo solicitado en la instancia de origen, ya que el particular no tendrá que esperar a que la autoridad administrativa se pronuncie nuevamente, con el consecuente retraso en la solución final de lo gestionado.”

Ahora, de conformidad con el artículo 35 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, se señala la obligación de las autoridades fiscales para devolver las cantidades que en su caso los contribuyentes paguen indebidamente.

“ARTICULO 35.- Cuando el contribuyente o responsable solidario hubiere efectuado un pago indebido o en razón de la naturaleza propia de la contribución, tenga un saldo a su favor, tendrá derecho a la devolución correspondiente, la que procederá de oficio o a petición del interesado, de conformidad con las reglas siguientes: …”

En ese contexto, en el caso de mérito la demandante señala que se le debe devolver la cantidad de $398,517.00 (trescientos noventa y ocho mil quinientos diecisiete pesos 00/100 M.N.), por concepto de inscripción de embargo y asistencia social, porque considera que lo pagado no es proporcional con el servicio prestado por el Estado, al considerar que el artículo 44, fracción I, inciso a), de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, es inconstitucional por fijar sus tarifas con base en el valor de la operación cuya situación fáctica se pretenda inscribir. 
Por tanto, esta Alzada procede a la valoración de las pruebas que fueron ofrecidas por la parte actora en el juicio de origen, de conformidad con las reglas de la lógica y sana critica de acuerdo a lo previsto por el por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado
, mismas que se hacen consistir en:

Demanda:
“PRIMERA.- DOCUMENTALES PÚBLICAS Y PRIVADAS, consistentes en:
1.- Consistente en el Instrumento Notarial número 117,827 (ciento diecisiete mil ochocientos veintisiete), del Volumen 4,802 (cuatro mil ochocientos dos), de fecha 13 de diciembre de 2017, pasada ante la fe del Licenciado Octaviano Gómez Y Gómez, Notario Público titular de la Notaría Pública número 4, con ejercicio en el Primer Distrito Judicial de San Luis Potosí, relativo al PODER GENERAL PARA PLEITOS Y COBRANZAS, ACTOS DE ADMINISTRACIÓN Y PARA SUSCRIBIR, ENDOSAR O AVALAR TODA CLASE DE TÍTULOS DE CRÉDITO Y EN MATERIA LABORAL, que otorga la persona jurídica denominada "******" en favor del C. ******, mismo que se anexa en copia simple, previo cotejo con su original.

2.- Identificación Oficial del C. ******, misma que se anexa en copia simple.

3.- Comprobante del pago indebido; el recibo emitido por la Oficina Recaudadora de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno de San Luis Potosí, donde consta que se realizó un pago a la SECRETARÍA DE FINANZAS, por concepto de Inscripción de embargo, en una cantidad de $398,517.00 (Trescientos noventa y ocho mil, quinientos diecisiete pesos 00/100 M.N.), en fecha 26/10/2023, a través de transferencia electrónica ******, S.A. pagada por  ******
4- Comprobante de operación de la ******, emitido por ****** en donde consta el pago por transferencia electrónica realizado por esa moral a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en una cantidad de $398,517.00 (Trescientos noventa y ocho mil, quinientos diecisiete pesos 00/100 M.N.), en fecha 23/10/2023.

5.- La versión pública de la sentencia dictada en el Juicio de Amparo ******, en la que se declara la inconstitucionalidad del artículo 4, fracción 1, inciso a) de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí.

6.- La DOCUMENTAL PUBLICA, consistente en ORIGINAL del escrito libre de solicitud de devolución por pago de lo indebido, suscrito por ******, en mi carácter de apoderado legal de la sociedad ******, ingresado en oficialía de partes de la autoridad hoy demandada en fecha 27 de febrero de 2024.

SEGUNDA. - La INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES, consistente en todo lo actuado en el presente juicio.

TERCERA. - La PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA, en todo aquello que favorezca a las pretensiones e intereses de la demandante.”

Ampliación de demanda:

“PRIMERA. - La INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES, consistente en todo lo actuado  y resuelto por esa H. Sala, dentro del expediente ******
SEGUNDA. - La PRESUNCIONAL LEGAL, para todos los efectos que puedan utilizarse en beneficio de la accionante.”

Corolario a lo anterior, encontramos que la prueba desde el enfoque de su continente tiene el propósito de definir qué autoridad formal tiene el respectivo elemento de juicio para la demostración de hechos en general ello se logra al conocer que tipo de prueba está valorándose pues la legislación asigna a los objetos demostrativos un valor probatorio pleno o relativo previa su clasificación en diversas especial. Como lo son documentos públicos, privados, testimoniales, dictámenes periciales, entre otros, deriva de aspectos adjetivos de aquellos, tales como su procedimiento y condiciones de elaboración, su autos y en general lo atinente a su génesis.

En relación al contenido, la valoración se vincula con la capacidad de la correspondiente prueba, como medio para acreditar la realización de hechos particulares, concretamente los afirmados por las partes, en la que buscará establecer cuales hechos quedan demostrados mediante la prueba de que se trate, lo que se conseguirá al examinar el contenido de la misma, reconociéndose así su alcance probatorio.
En ese sentido, cuando un medio de convicción tenga pleno valor probatorio no necesariamente conducirá a concluir que demuestra los hechos afirmados, pues aquél resultará ineficaz en la misma medida en que lo sea su contenido.

Se apoya lo anterior, con la tesis: I. 3o. A. 145 K, del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, de rubro y contenido es el siguiente:

 “VALOR Y ALCANCE PROBATORIOS. DISTINCION CONCEPTUAL. AUNQUE UN ELEMENTO DE CONVICCION TENGA PLENO VALOR PROBATORIO, NO NECESARIAMENTE TENDRA EL ALCANCE DE ACREDITAR LOS HECHOS QUE A TRAVES SUYO PRETENDA DEMOSTRAR EL INTERESADO. La valoración de los medios de prueba es una actividad que el juzgador puede realizar a partir de cuando menos dos enfoques; uno relacionado con el continente y el otro con el contenido, el primero de los cuales tiene como propósito definir qué autoridad formal tiene el respectivo elemento de juicio para la demostración de hechos en general. Esto se logrará al conocerse qué tipo de prueba está valorándose, pues la ley asigna a los objetos demostrativos un valor probatorio pleno o relativo, previa su clasificación en diversas especies (documentos públicos, privados, testimoniales, dictámenes periciales, etcétera. Código Federal de Procedimientos Civiles, Libro Primero, Título Cuarto), derivada de aspectos adjetivos de aquéllos, tales como su procedimiento y condiciones de elaboración, su autor y en general lo atinente a su génesis.  El segundo de los enfoques en alusión está vinculado con la capacidad de la correspondiente probanza, como medio para acreditar la realización de hechos particulares, concretamente los afirmados por las partes. A través de aquél el juzgador buscará establecer cuáles hechos quedan demostrados mediante la prueba de que se trate, lo que se conseguirá al examinar el contenido de la misma, reconociéndose así su alcance probatorio. De todo lo anterior se deduce que el valor probatorio es un concepto concerniente a la autoridad formal de la probanza que corresponda, para la demostración de hechos en general, derivada de sus características de elaboración; a diferencia del alcance probatorio, que únicamente se relaciona con el contenido del elemento demostrativo correspondiente, a fin de corroborar la realización de los hechos que a tráves suyo han quedado plasmados. Ante la referida distinción conceptual, debe decirse que la circunstancia de que un medio de convicción tenga pleno valor probatorio no necesariamente conducirá a concluir que demuestra los hechos afirmados por su oferente, pues aquél resultará ineficaz en la misma medida en que lo sea su contenido; de ahí que si éste es completamente ilegible, entonces nada demuestra, sin importar a quién sea imputable tal deficiencia o aquélla de que se trate.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Hecha la anterior acotación, respecto a las documentales públicas identificadas con el número 1, 2 y 6, del escrito de demanda, se les concede pleno valor probatorio conforme al artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estrado, con las cuales se acredita la personalidad del representante legal de la persona moral actora con la que compareció a junio; y, la existencia del acto impugnado, es decir, la solicitud de la cual surge la negativa ficta.
En cuanto a las documentales señaladas con el número 3 y 4 del escrito de demanda; desde el enfoque de su continente obtienen valor probatorio pleno conforme al artículo 72, fracciones I y II, del código Procesal Administrativo del Estado, para acreditar que la parte actora ******, realizó pago a favor de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas, por la cantidad de $398,517.00 (trescientos noventa y ocho mil quinientos diecisiete pesos 00/100 m.n.), por concepto de “inscripción/ reinscripción de embargo o crédito hipotecario y asistencia social”.

Por lo que toca a la documental pública señalada con el número 5 del escrito de demanda, desde el enfoque de su continente obtiene valor probatorio pleno conforme al artículo 72, fracción I, del código Procesal Administrativo del Estado, para acreditar la existencia de la resolución dictada en el juicio de amparo indirecto ******, en la cual en esencia, se declaró la inconstitucionalidad del artículo 44, fracción I, inciso a), de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí; para el efecto de inaplicar dicha norma respecto de la persona ahí quejosa.
En razón de lo expuesto, queda claro que desde el enfoque de su contenido las mencionadas pruebas son insuficientes para acreditar los extremos consistentes en que el actor impugnó la nulidad del tributo o su inconstitucionalidad en el momento oportuno legalmente. Por lo tanto, no puede ser considerado como indebido un tributo cubierto que legalmente ha adquirido firmeza derivada del fenecimiento del plazo para controvertirlo y, por lo tanto, fue consentido tácitamente al no haber sido impugnado, por principio de seguridad jurídica.
Sin que sea óbice a lo anterior, la versión publica de la sentencia dictada en el juicio de amparo indirecto ******, por el Juzgado Primero de Distrito en el Estado de San Luis Potosí, que exhibió el actor, en el cual se declaró la inconstitucionalidad del artículo 44, fracción I, inciso a), de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, para el efecto de inaplicar dicha norma respecto de la persona ahí quejosa; ya que, en términos del principio de relatividad de las sentencias que prevé el artículo 78 de la Ley de Amparo
, si se declara la inconstitucionalidad de la norma general impugnada, los efectos se traducirán en la inaplicación únicamente respecto de la persona ahí quejosa. 
Entonces, si la demandante sostuvo que el pago de $398,517.00 (trescientos noventa y ocho mil quinientos diecisiete pesos 00/100 M.N.), por concepto de inscripción de embargo y asistencia social, fue indebido, le correspondía demostrarlo, lo cual en la especie no aconteció; pues en materia procesal, conforme al artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado
, de aplicación supletoria a la materia conforme al segundo párrafo del artículo 217 del Código Procesal Administrativo del Estado, tratándose de la carga de la prueba, es principio general de derecho que quien afirma está obligado a probar y por ellos es que las partes asumirán la carga de la prueba de los hechos constitutivos de sus pretensiones. Así, el actor deberá demostrar los hechos en que funde sus pretensiones y, por su parte, el demandado deberá probar los hechos en que base su resistencia a la procedencia de las pretensiones del actor.

En ese sentido, es dable destacar que no solo basta que se haya decretado y actualizado la negativa ficta para que en automático se condene a la autoridad hacer la devolución de lo indebido, sino que es necesario que previamente se reconozca ese derecho subjetivo, mismo que podrá ser reconocido una vez probado en el juicio correspondiente la nulidad o inconstitucionalidad del pago de derechos registrales y el contribuyente acredite también haberlo pagado.
En efecto, lo anterior es así, ya que todo acto administrativo se considera válido
 en tanto su pretendida nulidad o inconstitucionalidad no sea declarada por autoridad administrativa o jurisdiccional, según corresponda.
Entonces, si bien el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, no realiza ninguna prohibición expresa de solicitar la devolución de pagos indebidos originados en actos administrativos no impugnados, ello no es posible legalmente, porque no solo implicaría un desconocimiento del contenido de actos administrativos no cuestionados, actos que han adquirido firmeza derivada del fenecimiento del plazo para controvertirlos, sino porque implicaría un desconocer que la verdadera obligación tributaria del contribuyente ya fue determinada por la Administración a través del citado acto administrativo, el cual, al no haber sido anulado (o modificado) fija que sea esta la obligación que le corresponde cumplir y por ende que no exista, frente a la suma pagada por aquel, pago indebido o en exceso alguno respecto del cual pueda solicitar su devolución y/o compensación.
Al respecto resulta ilustrativa la siguiente tesis:
“PAGO DE LO INDEBIDO. NO SE ACTUALIZA TRATÁNDOSE DE CONTRIBUCIONES PAGADAS CON BASE EN UNA LEY QUE CON POSTERIORIDAD FUE DECLARADA INCONSTITUCIONAL. El pago de una contribución se torna indebido cuando la cantidad monetaria entregada al fisco es mayor a la exigible o no se adeuda legalmente, es decir, cuando la autoridad exactora no tenía derecho a recibirla conforme a la ley al momento de su cobro, de ahí que en tal supuesto, deba reintegrarla con su actualización e intereses respectivos. Por ello, no existe pago de lo indebido ni procede pago de interés alguno, cuando el monto se determinó y cubrió en acatamiento de una disposición legal vigente, con absoluta independencia de que el contribuyente hubiera impugnado posteriormente la constitucionalidad del tributo en cuestión y obtenido la protección federal instada, pues queda claro que aquel numerario se ingresó al erario, no por error o exigencia indebida de la exactora, sino en cumplimiento de un mandato general de observancia obligatoria para el afectado al momento de realizarlo.”

“PAGO DE LO INDEBIDO. NO LO CONSTITUYE EL ENTERO DE UN IMPUESTO, CUANDO EN UN EJERCICIO POSTERIOR AL DE LA CAUSACIÓN, LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, FUNCIONANDO EN PLENO O EN SALAS, DECLARA INCONSTITUCIONAL EL PRECEPTO QUE ESTABLECE LA CARGA AL CONTRIBUYENTE. El artículo 22 del Código Fiscal de la Federación establece el procedimiento por medio del cual se da trámite a las solicitudes de devolución del contribuyente que considera hizo el pago de cantidades que no debió enterar, en las siguientes hipótesis: a) Cuando el pago de lo indebido se haya determinado por sentencia firme de autoridad competente; y, b) Cuando existan diferencias por errores aritméticos o de apreciación en los hechos. Ahora bien, es correcta la negativa de la autoridad exactora a devolver el pago que se considera indebido, si se apoya en que las cantidades fueron retenidas y enteradas antes de que el precepto que rige el tributo fuera declarado inconstitucional por el Poder Judicial de la Federación, ya que no se actualiza ninguna de las hipótesis antes indicadas, y no existe precepto alguno en el código tributario federal, ni criterio establecido, que apoye la pretensión de declarar como indebido el pago de un impuesto enterado en un ejercicio, cuando con posterioridad la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determinó inconstitucional el precepto legal que contiene la obligación impositiva. Por el contrario, en ese caso el entero de un tributo debe considerarse legal, si se tiene presente que se causó en vigencia de la norma y el Máximo Tribunal de Justicia del país en su criterio jurisprudencial, en que declaró la inconstitucionalidad del precepto que impone el pago de la contribución, se emitió con posterioridad al ejercicio en que se efectuó el pago, lo que es tanto más sostenible si se atiende al principio de que las autoridades sólo pueden hacer aquello que la ley les faculta.”

Vinculado con lo anterior, cabe destacar que si bien como lo refiere el accionante, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sustentado criterio en el sentido que la proporcionalidad y equidad tratándose del cobro de derechos por servicios se rigen por un sistema distinto al de los impuestos, ya que para la determinación de las cuotas a pagar por tal concepto no se deben tomar en cuenta elementos que reflejen la capacidad contributiva del gobernado, puesto que tal sistema es aplicable únicamente a los impuestos, pero no así para el cobro de derechos, dado que la cuota relativa, como se ha mencionado, se deberá fijar atendiendo al costo que para el Estado tenga la ejecución del servicio y las cuotas relativas deberán ser fijas e iguales para todos los que reciban servicios análogos. 

Lo anterior, se sustenta en las jurisprudencias: P./J. 95/2009 de rubro: "DERECHOS REGISTRALES. LAS LEYES FEDERALES O LOCALES QUE ESTABLECEN LA TARIFA RESPECTIVA SOBRE EL MONTO DEL VALOR DE LA OPERACIÓN QUE DA LUGAR A LA INSCRIPCIÓN, VIOLAN LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD." y P./J. 2/98, de rubro: "DERECHOS POR SERVICIOS. SU PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD SE RIGEN POR UN SISTEMA DISTINTO DEL DE LOS IMPUESTOS.”
Sin embargo, como quedó ya establecido previamente, de las pruebas ofrecidas en el juicio contencioso, no se logra advertir en qué momento se hizo “indebido” el pago.
Por último, atendiendo al principio de exhaustividad, tras un análisis al ordenamiento aplicable al caso, no se advierte violación alguna a Derechos Humanos, por la cual se tenga que aplicar el control difuso de constitucionalidad o convencionalidad.

Sirve de sustento a lo anterior, por analogía, la tesis de jurisprudencia 2a./J. 16/2014 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que en su rubro y texto establece:

“CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que subsiste el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos medios de control (concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la competencia específica de los órganos del Poder Judicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamente el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición de carácter general impugnada expresamente es o no contraria a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio, en el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis, pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función, prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en el juicio contencioso administrativo, la competencia específica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este tribunal puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio de control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar ineficaces los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto que la Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda de amparo se aduce como concepto de violación la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar inoperantes los conceptos de violación relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de violación enderezados a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto en el sistema concentrado.”.

Asimismo, resulta aplicable a lo anterior, la tesis siguiente:
“CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. ES INNECESARIO QUE EL JUZGADOR ORDINARIO O CONSTITUCIONAL, AL DICTAR SUS SENTENCIAS, REALICE CONSIDERACIONES DEL PORQUÉ CONSIDERA QUE LAS HIPÓTESIS LEGALES QUE SIRVEN DE FUNDAMENTO AL CASO QUE RESUELVE NO SON INCONVENCIONALES, PUES SU EJERCICIO ES IMPLÍCITO. El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que corresponde a todas las autoridades jurisdiccionales del país el control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos, de las disposiciones jurídicas que apliquen en sus decisiones, lo que se traduce en el deber de examinarlas e interpretarlas conforme a los derechos humanos reconocidos tanto en la Constitución como en los tratados internacionales suscritos por el Estado Mexicano, adoptando siempre la interpretación más favorable a las personas y, en caso de ser contrarias a dichos paradigmas, siempre que no exista la posibilidad de realizar una interpretación conforme, inaplicarlas. No obstante lo anterior, en el dictado de las sentencias es innecesario que el juzgador ordinario o constitucional realice consideraciones del porqué considera que las hipótesis legales que sirven de fundamento al caso que resuelve no son inconvencionales, pues el ejercicio del control de convencionalidad ex officio, es implícito, por lo que sólo en aquellos casos en donde se estime que hay transgresión de derechos humanos, debe razonar y explicar por qué, si no es posible realizar una interpretación conforme, se aparta del texto de la norma. Correlativamente, se tiene que tal potestad no implica un derecho de las partes para exigir que se verifique un control de convencionalidad, que equivaldría a un control concentrado de constitucionalidad o convencionalidad, lo cual excede y supera el control difuso, que es la esencia del de convencionalidad y que difieren en cuanto a que en el primero se analiza el precepto legal en forma abstracta, y ello corresponde exclusivamente a los órganos del Poder Judicial de la Federación (control concentrado) y, en el segundo (control difuso), el análisis se realiza sobre los hechos concretos del caso y la norma que resulta aplicable.”

Por lo tanto, a partir del análisis anterior, esta Alzada llega a la conclusión de que sí se comprobó el primer elemento para la procedencia de las pretensiones del actor, es decir, la existencia del “pago”, más no así, que éste fuera “indebido”; toda vez que, no se probó que la determinación del impuesto respectivo haya quedado insubsistente mediante resolución administrativa o jurisdiccional; por ende, debe confirmarse la validez de la negativa ficta, recaída a la solicitud de veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro, de devolución por pago de lo indebido, por concepto de inscripción de embargo y asistencia social.
Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada ****** para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:
RESUELVE
PRIMERO. Se REVOCA la sentencia emitida por la Segunda Sala Unitaria el veintitrés de septiembre de dos mil veinticinco, en el juicio contencioso administrativo ******, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el considerando séptimo de esta resolución.

SEGUNDO. Se reconoce la validez de la negativa ficta, recaída a la solicitud de veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro, de devolución por pago de lo indebido, por concepto de inscripción de embargo y asistencia social, de acuerdo a los razonamientos precisados en el último considerando de esta sentencia. 
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora; y por oficio a la autoridad demandada; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad remítanse los autos a la Sala de su origen y archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Teresa de Jesús Molina 0Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I, en relación con el 20 fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe.

CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.
MAGISTRADO TITULAR DE LA SALA SUPERIOR.

TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.
SECRETARIA JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR.
En términos de los previsto en los artículos 3º fracciones XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
”.

�Foja 157 de los autos del Juicio de Origen.


�“Artículo 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


�Fojas 15-17 del Toca.


� Foja 25 y 26 del Toca.


� “Artículo 154.


[…]


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades.


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


�Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


� Fojas 100-102 del expediente de origen.


� Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


�ARTÍCULO 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente no habilitará los días.


� “SEGUNDO. Los procedimientos previstos en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se encuentren pendientes de resolución ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, a la entrada en vigor del presente Decreto, se substanciarán y resolverán conforme a las disposiciones vigentes al momento de su inicio.”


� https://www.inegi.org.mx/temas/uma/.


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 241564 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 71, Cuarta Parte, página 43 Tipo: Aislada.


� Tesis [Aislada] 2a. X/2003, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XVII, febrero de 2003, página 336. Registro digital 184733.


�“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate.


A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código. …”


� Registro digital: 202291, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Civil, Tesis: I.5o.C. J/4, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, Junio de 1996, página 541, Tipo: Jurisprudencia


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 174094 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Constitucional Tesis: 2a./J. 144/2006 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, Octubre de 2006, página 351 Tipo: Jurisprudencia.


 “GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA. SUS ALCANCES. La garantía de seguridad jurídica prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no debe entenderse en el sentido de que la ley ha de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para regular cada una de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los particulares, sino que debe contener los elementos mínimos para hacer valer el derecho del gobernado y para que, sobre este aspecto, la autoridad no incurra en arbitrariedades, lo que explica que existen trámites o relaciones que por su simplicidad o sencillez, no requieren de que la ley pormenorice un procedimiento detallado para ejercer el derecho correlativo. Lo anterior corrobora que es innecesario que en todos los supuestos de la ley se deba detallar minuciosamente el procedimiento, cuando éste se encuentra definido de manera sencilla para evidenciar la forma en que debe hacerse valer el derecho por el particular, así como las facultades y obligaciones que le corresponden a la autoridad.”


� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo…”





� “ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo: …


V. Estar fundado y motivado; …


ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:…


II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;…


ARTICULO 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas: …


IV. Estar fundado y motivado; …”


� Séptima Época; Registro: 238212; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volúmenes: 97-102, Tercera Parte; Materia: común; Página: 143.


� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo…”





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 165079 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Administrativa, Constitucional Tesis: 2a. XI/2010 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXI, Marzo de 2010, página 1049 Tipo: Aislada.


� “ARTÍCULO 72. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, y de acuerdo con las siguientes reglas:


I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se con tienen declaraciones de ver d ad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado, y


II. El valor de la pericial y testimonial, así como el de las demás pruebas, quedará a la prudente y razonada apreciación de la autoridad que conozca del asunto, según corresponda.”





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 210315 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Octava Época Materias(s): Común Tesis: I. 3o. A. 145 K  Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XIV, Octubre de 1994, página 385 Tipo: Aislada.


� “Artículo 78. Cuando el acto reclamado sea una norma general la sentencia deberá determinar si es constitucional, o si debe considerarse inconstitucional.


Si se declara la inconstitucionalidad de la norma general impugnada, los efectos se extenderán a todas aquellas normas y actos cuya validez dependa de la propia norma invalidada. Dichos efectos se traducirán en la inaplicación únicamente respecto de la persona quejosa.


El órgano jurisdiccional de amparo podrá especificar qué medidas adicionales a la inaplicación deberán adoptarse para restablecer a la persona quejosa en el pleno goce del derecho violado.”


� “ART. 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”


� “ARTÍCULO 248. Las sentencias se pronunciarán el Magistrado de la Sala. 


Al pronunciar la sentencia se debe considerar que los actos impugnados gozan de presunción de legalidad. …”


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 173530 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: I.7o.A. J/34 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Enero de 2007, página 2148 Tipo: Jurisprudencia.


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 178678 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: XXI.3o. J/11 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Abril de 2005, página 1254 Tipo: Jurisprudencia.


� Tesis de jurisprudencia 2a./J. 16/2014 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Décima Época, con número de registro 2006186, ubicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, de materias Común y Administrativa, en la página 984.


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 2004670 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: I.4o.A.30 K (10a.) Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XXV, Octubre de 2013, Tomo 3, página 1753 Tipo: Aislada.


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.





� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”





1
52
53

